
¿Pueden conocer de poblernas de 

Constitucionalidad de Leges, autoridades 

distintas del Poder ~udicial  de la Federación? 

E n  relación con el proyecto de sentencia del Mi- 
nistro Gabino Fraga, publicado en los núnicros 13-14 d e  
esta Revista, la Secretaría de Hacienda y Crédito Pií- 
blic,o ha formulado el estudio que se publica a conti- 
nuación y que conticne la tesis sustentada por este 
órgnno del Poder Ejccutivo, en materia de tanta tras- 
cendencia, a f in  de que se tome en consideración por 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver, 
en definitiva, el juicio de amparo en que se ha plan- 
teado la controversia a que alude el título anterior. 

El  propio proyecto del Ministro Fraga, motivó 
los estudios de los seiiores licenciados Antonio Mar- 
tínez Bácz y Antonio Carrillo Flores, que se publican 
en phginas anteriores. 

CC. llinistros de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
xacióii.-Ciudad. 

Estacdo para resolverse por la Sala Administrativa de esa H. Suprema 
Corte, la revisión número 4072/941/II, relativa al juicio de amparo promovido 
por la Compañía Telefónica de Sabinas, S. A., en liquidación; y consultando 
el propcct,~ de sentencia -que ya es del dominio público- el cambio de la  
jurisprudencia sostenida al respecto por la Suprema Corte, sustent&ndose ahora 
una tesis de tanta trascendencia para los intereses públicos, como es la de 
reconocer competencia a las autoridades dependientes del Poder Ejecutivo. 
Federal, para conocer de los problemas de inconstitucionalidad de la8 leyes; 
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la Secretaría de Hacienda y CrBdito Pííblico, en su carhter de tercero per- 
judicado que le ha sido reconocido en autos, presenta a la ilwhds considera- 
ción de ustedes el siguiente: 

E S T U D I O  

La tradicional jurisprudencia de la Suprema Corte, es la siguiente: 

"No compete a las autoridades comunes resolver si una Ley O Regla- 
mento son contrarios o no a la Constitución de la Repfiblica, sino & 

, la  Justicia Federal". (Tesis 30, Ap6ndice al Tomo LXIV, del Se- 
, manario Judicial de la Federación; Tesis 27, Ap6ndice al  Tomo L del 

mismo Semanario, etc.) . y .  

, . . . -. i . .  . ., .-. 
El proyecto de sentencia que se consulta, considera que no debe subsistir 

esa. jnriiiprudencia, y que, por lo tanto, pueden conocer de la i w t i t p c i o n a l i -  
dad de las leyes, autoridad& ajenas a la Justicia Federal, $n¿fu¡~,'~or ende, 
las autoridadea administrativas. 

Ahora bien, &debe sostenerse la jurisprudencia anterior ' 6 es cknveniente 
substituirla por la opinión que propone el proyecto? 

En concepto de esta secretaria, debe conservarse la opinidn tradicional 
de la Corte, y de modo especial cuando se trate de autoridades administrativas, 
aun cuanao eetBn dotadas de facultades decisorias propiae. Los fundamentos 
de esta opinión son los siguientes: 

Siguiendo la clásica doctrina de Derecho Pfiblico sobre división de Pode- 
res, desde los primeros códigos políticos de MBxico, se aceptó que el ejercicio 
de la soberan!a se realiza por los Poderes Legislativo, Ejecutivo y JudiciaL 
Pero se aceptó tambi6n, como a todos es sabido, que esta división no es absoluta, 
sino que se le atempera constantemente, transform6ndola en Ucolaboraci6n 
de órganos", lo que permite a un Poder intervenir en las funciones de los otros. 

Entre esas interferencias de un Poder en el de los demás, ha sido aceptada 
en el Derecho Público Mexicano, invariablemente, la de que el Ejecutivo Fe- 
deral puede intervenir en el proceso legislativo, bien ejercitando la facultad 
de iniciativa de las leyes, bien realizando los actos promulgatonos de ellas; 
bien oponi6ndose a que sean expedidas. 

Esta ííltima facultad es la que se conoce en la doctrina con el nombre 
de 'veto", y es aceptada untinimemente por los C6digos Po-iawi de los di- 
versos países de organización constitucional. (Estados Uniitoi, Inglaterra, 
Francia, Estado Libre de Manda, Rumanía, Finlandia, etc.) 

Ahora bien, gcu6l ee la finalidad de esta prerrogativa? bsrpa6itar única- 
mente al Ejecutivo para dar una garantía de prudepcia legid@tivq mediante 
la intervención ilustrada por 1s experiencia y afianzada en an reqwneabilidad 
personal, y evitar las invasiones del Poder Legislativo, o además de aso, y de 
manera preferente, evitar que se expidan leyea eontrarh  ,a ZI Constitución? 

Veamoa lo que opinan algunos de los exponentes de la doctdnrr continental 
europea: ,. >. 
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Montesquieu, el estructurador de la teoría de división de poderes, reco- 
noce y justifica la posibilidad de impedirlas, por el Ejecutivo, ('para evitar las 
malas leyes". ("Espíritu de las Leyes". Libro XI, capítulo VI), entendiendo 
por malas principalmente aquéllas que están en desacuerdo con la norma 
fundamental del Estado. 

A su vez, Kelsen, autoridad contemporánea en Derecho Público, expresa: 
"El monarca reclama para s í  el derecho de publicar la ley y atestiguar su con& 
titucionalidad.. . Por eso hay que rechazar todo juicio contrario a l  suyo 
acerca de la  constitucionalidad de una ley por él publicada". (Hans Kelsen 
Teoría General del Estado. Capítulo VII. Apartado 36. Sección E). 

Otto Mayer escribe: "E1 acto de creación normativa testimonia por el 
8610 hecho de haber sido promulgado, que existen los supuestos de su regula- 
ridad. Este testimonio lo hace obligatorio, a no ser que la legislación atribuya 
a alguien la competencia de revisar y anular ta l  acto". ("Deutsches Verwal- 
tungsrecht". Segunda edición, Tomo 1). 

A. Fsmein, en su obra "Droit Constitutionnel Franqais et Comparé'' edi- 
ción 1911, pág. 479, dice: "El veto fué introducido en Francia en la Cons- 
titución de 1791. Tiene efectos suspensivos, mientras no es ratificada la ley 
por dos legislaturas sucesivas, y garantiza l a  constitucionalidad de ella". 

Por su parte, los juristas anglo-americanos, no son menos expIícitos en 
esta mat,eria. 

Woodrow Wilson en su libro "Congressional Government", pág. 2721 de la 
traducción francesa, afirma: "Nadie podrá objetar el principio de que el Poder 
Legislativo es el genuino representante del pueblo; que el Poder Administra- 
tivo le está subordinado y sólo puede ejecutar las leyes emanadas de aquél, 
sin más posibilidad de objeción que la que le  otorga el veto; ya que el Único 
Poder facultado para apreciar la constitucionalidad de las leyes ya expedidas, 
es el Judicial". 

Según Willoughby, existe en el derecho público americano, la presunción 
de constitucionalidad de toda ley secundaria, sea que emane del Congreso Fe- 
deral o de las legislaturas de los Estados, si ha  sido debidamente promulgada 
por el Ejecutivo, y y a  no puede ser invalidada, sino por el Poder Judicial. 
(“Principies of the Constitutional Lam of thc United States". Segunda edi- 
ción). 

E l  Magistrado Gibson, en la ejecutoria Eakin vs. Raub, sustenta el mismo 
principio de que, si el Presidente no ha formulado el veto contra una ley, o 
si formulado, las Cámaras confirman su decisión anterior, el Ejecutivo debe 
promulgarla, esto es, se encuentra obligado a certificar su validez, y en con- 
secuencia no puede ser desconocida por las autoridades dependientes del mismo 
Ejecutivo. 

Eryce, en su obra "American Commonwealth", Tomo 1, página 55, comen- 
tando la conveniencia del Veto Presidencial, para evitar leyes inconstituciona- 
les dice: 

"La Nación tiene frecuentemente muy buenas razones para descon- 
fiar del Poder Legislativo, por ser un Cuerpo muy susceptible a las 
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influencias privadas.. . Por eso, en lugar de ,dsi.grirdrr.rl*o el 
derecha presidencial del  Veto, el fremdente. se grujsL...ü -ti- 
mienW. . ‘ < .  . 

P. W. ~ a m e s ,  para comprobar l a  eficacia del veto, tweg&& ~.6(6ete %a 
aido usado por los Presidentea de los Edtados Unidos, haata pinoipios del 
siglo XX, 434 reces; 17 de  e l k s  en ,non- de le= -tu- 
cionales". -(P. W: Jmnes, PTae American Governinent", psgina )BL)i 

John Firike, en su Ufntroducción al Derecho ConstItucioWi 'hnlgricanou, 
-cap í tu lo  VII, phgina 248, edición de 1906-, dice: "El veto Pieiidencial es 
un derivado, aunque estrecho del que, en lo antiguo eJercitar6ti:h &beranos 
ingleses, y abaoluto hoy en la prhctica. Oomo medio en d, iiar by iu- 
constitucionai, el veto hs remitado ear ana de  lau crusctabtbcw'gt V~UOBII~ 
de nuestra Oonstitucidn Federal". 

E n  nueatro derecho pdblico, el veto ha  existido en toa& lss ~onit i tuciones 
vigentea en MBxico a partir de l a  Bpoca independiente, con la  miLkáa finalidad 
que le reconoce la doctrina extranjera a esa institución poiíticu ' , 

- .  
L a  Constitución espafiola de 1812, que fu6 declarada vige&e en el país 

en dos ocasiones, en su articulo 148 reconocla al rey la prerrogaf&kae o'bjetar 
laa leyes; prerrogativa que al ser disentida por las Cortes IhptiñolPi, eoetuvo 
y fundó la  comisión, por voz de su Preaidente Argüelles, dicienda: UCuando l a  
Comisión di6 la sanción a l  rey, consideró que era necesario 'este .Intbnle para 
cl caso de haber gran número de diputados, cuyas pamones f a e ~ a  demasiado 
exaltadas,'y m miraa dirigidas 8 invadir h Ley Aind(~m411tri, giuil 
pueden tener un correctivo en ia sanción del rey". (Versión de h6 &mcusiones 
de la Constituci6n espadola a e  1812, Montiel y Duarte). , : . í d .  . 

Poateriormente, tanto la Constitución de 1824, (artículos 9,,?0, 11 y 12), 
como laa Siete Leyes Constitucionales (artículos 37 y 38), y laii:B&es Org&- 
nicaa 'de 1843, (artículo 84, frac. XX), consagraron el mismo'$tfncipio. 

La Constitución de 1857 recoge el precepto y, a l  ser discutido, su justifica- 
ción provoca animadas polémicas entre los constituyentes; pero se conviene 
a l  final en que debe subsistir el veto del Ejecutivo. "Porque Bsy que temer 
mucho del despotismo del Poder Legislativo, y sin el veto no h b r h  manera 
de remediaz leyes inconstitncionalea que se expidan". ("Derecho Pxíblico 
Mexicano'). lMontie1 y Duarte, Tomo IV, phgina 759). 

Los constituyentes de 1917 aprobaron sin discusión el s r t i cao  72, que 
establece el veto del Presidente de la República, reproduciendp el texto del 
C6digo de 1857, por lo cual cabe suponer que sirvieron de fund6mento a ta l  
precepto las mismas consideraciones que a sus análogos snteriorea, que l o  
consideraron como un medio de remediar por parte del Ejecutivo Federal, 
laa leyea inconstitucionales. .. 3 

Si, pues, tanto en la doctrina extranjera, como en el derecho constitu- 
cional mexicano, se atribuye a l  veto del Presidente de la Repdblicg, entre 
otras finalidades la de impedir que se promulguen leyes i n c o ~ t w i o ~ l e s ,  y 
se le eonmdera como e1 medio jurídico idóneo para ebtener .dicha fiaelidad, 
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resulta evidente que toda ley promulgada por el Ejecutivo, debe reputarse 
respecto del mismo y de los funcionarios dependientes de 61, como constitu- 
cional y, en consecuencia, obligatoria para todas las autoridades adminis- 
trativas. 

E l  único caso en que a1 expedirse una ley en México se ha expresado 
--en la exposición de niotivos de ella- un criterio diverso, o sea que sí co- 
rresponde a las autoridades administrativas juzgar de la constitucionalidad 
de las leyes, aunque hayan sido debidamente promulgadas, es el que ofrece 
la motivación de la Ley Orgánica de los Tribunales Federales, de agosto de 
1934. Pero cabe observar como dato revelador, que aun en ese único caso, 
el autor mismo de esa parte de la exposición de motivos, licenciado Antonio 
Carrillo Flores, reconoce expresamente en su obra "La Defensa Juridica de 
los Particulares frente a l a  Administración", páginas 121 y 122, el error 
de esa tesis por él sugerida, y se pronuncia por el principio de que una vez 
promulgada una ley no puede, en general, ser desacatada por las autoridades 
administrativas. 

De no admitirse l a  interpretación anterior, se llegaría a las ilógicas, anti- 
jurídioas y desquieiadoras consceuencias siguientes: a). Por una parte, se 
rompería la unidad de régimen que supone una administración pública jerar- 
quizada, puesto que se daría la situación de que una ley inobjetable en con- 
cepto del Titular del Ejecutivo, promulgada por él y ordenado por él su cum- 
plimiento, no sea obedecida por las autoridades inferiores; b).  Por otra parte, 
se crearía un verdadero caos, pues pudiendo cada empleado o funcionario pú- 
blico aplicar o no una ley, a su arbitrio, según que a sus ojos apareciera como 
constitucional o no, existirían tantas y tan variadas interpretaciones subje- 
tivas, como servidores del Poder Público, lo cual conducirla, además de la 
confusión correspondiente tanto para las autoridades como respecto de los 
particulares, al desquiciamiento mismo del orden jurídico; c). Se pondrían en 
serio peligro los intereses fundamentales del Estado, pues dejando al arbitrio 
de los servidores públicos, la facultad de decidir sobre la constitucionali- 
dad de las leyes, se les dejaría t a m b i h  la  facultad de no cumplir con ellas, 
y más aún, de dispensar su cumplimiento a los particulares. Imagínese a qu6 
extremos conduciría el que, por ejemplo, los jefes de las Oficinas Federales 
de Hacienda -que son funcionarios con facultades decisorias propias- decla- 
raran que no deben cobrar los impuestos federales, porque las leyes en que se 
establecen no son votadas anualmente, como lo exige la fracción 11 del ar- 
ticulo 65 constitucional; o que, en el ramo de guerra, se nieguen las autorida- 
des militares a cumplir con la Ordenanza General del Ejército, porque con- 
tiene limitaciones a los artículos 90, 11, 14 y 16 de nuestro Código Político. 
Y el problema sube de punto si se coirsidera que existen entre los agentes 
de la administración -fundamentalmente en su aspecto municipal-, servido- 
res públicos iletrados, o por lo menos con tan exigua cultura general -ya no 
digamos jurídica- que no pueden realizar interpretación alguna de la fndole 
de la que requiere el complejo examen de la constitucionalidad de las leyes. 
1Y va a dejarse al criterio semianalfabeta de estos servidores públicos formu- 
lar un juicio de valor respecto de la validez de las normas del derecho obje- 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

Revista de la Escuela Nacional de Jurisprudencia, núm. 15, México, 1942. 
DR © Escuela Nacional de Jurisprudencia



y .g$pwados , calaboradorae ~té.cnieos, con twtiaderor . w, ea . osda 
rs&, -wrino. debes ser :.km Élecretanos de B e d o .  -quienea m @qobren 
responsabilidad técnica en el refrendq de las leyes, sino fundrwentahante 
r e spoq j~~ l idad  politic?, de acuerdo con ,el art$qulo 92 copthnt&8&pl-, no 
'eniqqn\$, motivm para objetar l a  ley, cos mucho, menor e c i e r t o t e  kcer lo  
--'.gut$ridad administrativa inferior, destina* ppr rapbp, de.,a$ funciones 
8 re,&:?, &tos de ejecacih 4: no juicios dbqimiaativqs .a?, pqoqlemse de 
valorjqaci6~, de normas, que requieren una preparaoidn eólida, y $~Óoimientos 
destakadós . .. en-la ciencia del derecho. ,.P. ,' ' 

4 inauesBionable-que para juzgar con acierto acerca de .& urcr;d~bpoeici6n 
leginia&tva es en verdad iaconstitncional, re~uiere <reei~.siemp)a.Ah eonoci- 
mianto.detaliado de cada uno de los textos del CBdigo Fund~m+mW,~pero ade- 
más ,ea.neacsario estar enterado del alcaace de cada preaepto, de *a connota- 
ci6n authtica, y ,en repetidas ocqsioms oonaeer 01161 es fa iaertpcida. fscnim, 
o por lo menos jurídica, de los vocablos usados por la Consti$&ík; rsl, por 
ejemplo,, deterpinar cuhl es el significado y ,alcance c m ~ p ~ ~ @ ~ , e o m o  're- 
troactivo7', "ordep p6blico7>, "tribunal especial",., "ley pq~a$iv#, ,%sita do- 
~ ~ i l i a & ,  '%racto sucesivo", "fuero!', "dominio ~ ree to ' ? , , , ?#dp i r  de la 
insta~lcia)~, LLestanco", "deficiencia de la queja", "Federae#n, c g o  parte'), 
«gran ,jurado2> ('equidad", etc., es tarea tan delicada y cjifie&$~s. ha reque- 
rido ja i&ervención de eruditos y twtgb tas , ,  quienes ea m*?, casos, ni 
siquie& han podido ponerse de acuerdo sobre la i ,q terpre tae j~~ # tales con- 
ceptos., ! . .. ,. " ., 

El conocimiento, del alcance ,de los términoa wadw por Is:alaos%ituci6n 
es t&n precieo, qqe de faltar, conduce a peligrosos e x t r ~ ~ ; ~ * ~ ~ a m o s  el 
siguiente. caeo en la materia qve corresponde a. b DepepBewhr~ mi cargo: 
ia Ley #el Impufisto sobre ia Renta, fija cuotas ."ptogreaivawY, g fiesir, a ma- 
yar utilidad, mayor impuesto, pero .sin gaardw una rdaeiáa' -e# entwe 
&te y la riqueza gravada. Al. i r  Z, aplicar asa ley, lm ? u $ e w d w  fba lea  
inferiolw poMan -siguiendo los heamientos del proyecto d&e.#&oria q w  
se censultre-,con aparente raadn, negwse s e o h r ~ r ,  tal,-.t.fbii(o, r& que se 
pqdria, ertimar inirhgido el artloulo .31 constitucional, c p b , a a W c e  .que. el 
impuesto ser& "proporcional2) y no ~'progmmivo'?, arguyeda -9 4. wnsti tu~ 
yente aludi6 a una determinada claaifiaaai6n financiera &:.ipprestos. S61e 
d ~ p u b  &e prolijos astudiw , d e  hermenéutica canntitncional, MP hgwta .s8 pre- 
cimr ave el azticulo 3 1 . ~ 0  se refiere, al hablar de i r n p n e & a w ~ c i o n u l e e ) '  
a aana éfa&ficación ~onf imiea  del impuesto, que excluya l & . a d o ~ i h d e  ,auotaii 
fijas, p7ogreqi;~au y degresivaa, sino un simple principio dg,e&Qd, defec- 
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nacional, por lo que escapan a la mayoría de los servidores públicos. &Y cómo 
podría obligarse a kstos que hicieran un anhlisis comparativo de las leyes que 
aplican, con tales tratados que por lo regular desconocen, y aún conociéndolos, 
si ignoran cu6les fueron las razones de política internacional que justificaron 
la negociación de los mismos? 

Al proyecto de ejecutoria no escapa la trascendencia de las consetkencias 
que traería la adopción del sistema que permita a todas las autoridades rea- 
lizar la interpretación de las leyes, y se apresura a restringir dicha facultad 
únicamente "al Presidente de la República y a un escaso número de funcio- 
narios que le están sometidos jerárquicamente y que tienen facultades de 
decisión en la aplicación de la ley, en tanto que el resto se limita a cumplir 
órdenes de sus superiores.. . así pues, aquella posibilidad sólo se reconoce en 
favor de aquellas autoridades que tienen facultades de decisión para aplicar 
las leyes". 

Tal limitación propuesta por el proyecto, sería arbitraria y estaría en 
pugna con el texto mismo del articulo 133 constitucional -en que se pretende 
fundar ta l  facultad-, que no hace distinción alguna entre funcionarios con 
decisión propia y funcionarios ejecutores; y por otra parte, aun admitiendo 
que el superior sea el encargado de examinar la constitucionalidad de la 
ley que aplica, excluyendo el juicio del inferior, quedaría siempre a éste - e n  
el orden de ideas sustentadas por el proyecto- la posibilidad de examinar la 
constitucionalidad misma de la orden del superior que va a cumplir, no ha- 
biéndose adelantado nada, pues quedaría en pie el problema. 

Cuando en el siglo anterior fueron formuladas las mismas objeciones a 
que se viene haciendo referencia, respecto de la facultad de los jueces locales 
para apreciar la constitucionalidad de las leyes aplicadas por ellos, se dijo: 
que la Administración de Justicia sería imposible con el hecho de someter al 
criterio de cada juez local, sin exclusión de los de ínfima categoría, cuestiones 
tan graves y a veces tan difíciles como son las constitucionales; y que desde 
el momento en que a los jueces les fuera lícito desobedecer impunemente las 
leyes, la anarquía se apoderaría de los Tribunales, se relajaría la obediencia 
que los inferiores deben a los superiores, y que las doctrinas de la jurispru- 
dencia y la autoridad de las ejecutorias, serían substituídas con las opiniones 
divergentes y contradictorias del libre examen. 

Pero Vallarta, siguiendo el pensamiento de la doctrina norteamericana, 
daba la solución a tales objeciones, diciendo: "llcito, obligatorio, aun al juez 
local de inferior categoría le es no aplicar la ley que en la interpretación que 
de ella haga, juzgue contraria a la Constitución; pero no se sigue por ello 
que sus errores queden sin correctivo, porque &tos se enmiendan en grado 
por los TAbunales Superiores. Los Tribunales Superiores al revisarlas, no sólo 
las enmiendan, sino que aun castigan al juez, cuando haya méritos para ello, 
y siempre que ha bastado esta intervención de esos Tribunales, para que 
nunca el poder de interpretación de los inferiores, traiga la anarquía como 
resultado necesario. E l  poder de revisión de los Tribunales Superiores, da 
eficacea garantías contra ese temor. Y no habrá tantos intérpretes de la Ley 
Suprema como hay jueces locales, ni siquiera tantos cuantos son los Tribuna- 
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les F3nperior~s. , . , puqs, la. Cosstitqción no tieng siaq, .,it,t@#P .,fin+ y. 
supremo, que es la , Suprema . corte' de. Justicia. de % .Naei+i,. &~toe t p o ,  
111,. pf@á 258) ) . ~  . . * ,  - S .  , & s . p l  

. De manera que, se* la pytoci~ada opiqida d e  V1Uar).t~p!,r*, evitan .loa 
inconvenientes apuntados, respecto de las decisiones de loa , f i i e a ~ ; w  por-: 
que hay p~~ibi i idad lega? de que ,en todo caso ~ ~ u a  eenteaciq, m 4 cono- 
cimiento, $e l a  8uprama Corte .y sean por eUa revisadas. .!&$ ~ q & p  a e ~  t a m ~  
bi64 la mente. ,del. proyect~~ de :ejecutoria que se conspit&, c ~ , o . ~ ~ r e f e r i r a ~ .  
a cakficacibn que haga el Tribunal Fiscal sobre L cqniltjMonaüdrrd ,de 
las 'leyes, .e(presrq: «Debiendo adem&s tener presente q q ,  ,h,dealificación 
que se hsga. por el Tribunal no: podrá aonsiderarpe;.en piqgún .modo 
con carscter g e w t i v g  pues a la Supremg ,Corte tocar& ep.,$Qiqa inrtanoia 
fijar la verdadera inteqretación de los textos c o n i t i t u c i o , ~ l ~ ~ ~ ~ . ,  ,, ,. 

Ahora bien, tal cosa no acontece frecuentemente en materia administra- 
tiva, y, particularmente, trat&ndose del Tribunal Fircal de Ip, 'gederaeión, {uyaa sentencias tienen c a r a c t ~ t i c a s  muy espeoiales. -. . * , \  a ., 

En efecto, es prbcticamguida eil tado. &tema procesd,:eit.blecer como 
una de las base! -foadamentdes del mismo, la iguafda&,.de @a m e s  en el 
litigio, es decir, que tanto el aotor como el demandad6 golriin'ds,41ps mismas. 
garantías de p~ocedimieato, de los mismos recureos,, &c. m js&iori tan 
eepeciah como el de  amparo, ciicho principio Be 3a igualdad .#*al de las 
partes se coaserva, dotando tanto al quejoso, como a la aut>obbd~sesponiable, 
de derechos procesales análogos, capacithiolos ,para interpe- lb mcursor 
legales correspondientes -revisión, queja,, &c.- para ante. N, 8iiine3nr Corte. 
Pero en el jnicio contemioso administrativo seguido ante e l .whqnal  Fiecai, 
no acontece ,tal cosa, pues sy  penteneias no, tiesen la m w a  fperm, legal par4 
todas las partes litigantee, ' ya  que respecto de ;una, de eUtre, &,pqticular in- 
comrme, e610 constituye verdad legal relativa, puesto que ~?*,iles impup 
nadas en la via constitucional; mieqtras, qug para las o t w ,  p+rtpl *&o+ 
dad fbcal demandada p autoridad fiscal tercero p e r j u d i i ~ . i a  rewolnción 
del Tribunal ea definitiva, causa ejeeiutoria por aí qiasaa, Lnip,m..~ea p e c e p  
tible de ser impugnada ya, ni en la vía común, pi en el jPida<grtyraordinariq 
de gar8ptías, trayendo como consecuencia que las o m i $ w e q t q , ~ ~ q e s  e 9  que 
incurra dicho Tribunal, no pue¿@~ ser subesp,#m o c o r ~ & ~ . . p r  .los Trk 
bunalee Federales de Justicia. . '. .. .> , , , 

Biendo esa' la situación del Tribunal Fiscal, resulta i & p u ~ l e  q n ~ .  ?o, 
se s a l a c e n  los requisitos gue se señalan por la doctrina -y,,* pe exigen 
por e2 proyeet- como, necesarios para que no &Sta e1 pel i~fo  ,*..enaiqufa 
de l a  adminfetración, y de que ee ,enseñoreen de eqa lae opP+4per;perapnal~ 
de lo# inferiores, ya que las eentenciaa. del .Tribu# +M, qi-,#awa. puedg~  
ser objeto de reyisión administrativa .por parte, dcl-,C. Prwe*,,de la Re- 
p6biblies, 'ni de la Secre tea  de Hacienda, por clipwerlp, a~&la ,jey q q  rige 
el Estatuto del mismo ,Tribunal. . *  . , . .  , . ! < .  

PO; eso , el Código ,+cal. de l a  FederaciQn coddeT6 , m w q t e  ji,mitws 
en Corma, expresa, el cwpo. de competencia? del T r i b u n a i , ~ & I ' @ x i z a q &  
a Bete ~ánicamente, para juzgar de la legalidad de iaa reao&,ñoiwga fiqw&r, 

. , 
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consideradas en relación con las leyes impositivas en particular; pero de ma- 
nera alguna le quiso dar competencia para decidir de l a  constitucionalidad 
de los actos administrativos y mucho menos de la constitucionalidad de las 
leyes tributarias, y a  que se desvirtuaría la finalidad para la cual fu6 creado 
dicho Tribunal, y se le convertiría, respecto de sus decisiones adversas al 
Estado, en una pequeña Suprema Corte de Justicia, con menoscabo evidente 
de las atribuciones constitucionales de ésta. 

Cabe observar, por otra parte, que el proyecto de ejecutoria que se con- 
sulta, señala como uno de los requisitos necesarios para admitir que las auto- 
ridades administrativas puedan estimar la constitucionalidad de las leyes, el 
de que la interpretación se haga por el funcionario para su propia acción, para 
el ejercicio de sus propias facultades; y el Tribunal Fiscal de la Federación 
resolviendo controversias en que se le planteen cuestiones de constitucionalidad 
de la ley aplicada por autoridad fiscal oficiosa, no realizaría esa interpreta- 
ción para su propia acción, sino para juzgar sobre los actos de otro órgano 
administrativo y para anular las decisiones de éste, fundadas en una ley es- 
timada ya por él como correcta. 

Pero aGn admitiendo la facultad de las autoridades administrativas para 
examinar l a  constitucionalidad de las leyes que aplican, surgiría inmediata- 
mente esta otra serie de problemas cuya soluciún no ha sido prevista ni re- 
suelta por la ley; cuando un particular es afectado por una ley administrativa 
que juzga inconstitucional, den qué términos puede hacer valer su impugna- 
ción? gOficiosamente o tiene que esperar que se le aplique la ley?  ante qué 
autoridad debe reclamarla? &Llenando qu6 formalidades? & E n  qu6 plazot &Y 
si l a  decisión le es adversa, puede acudir en contra de ella ante el superior 
jerárquico? g C u h d o ?  &Conforme a qué procedimiento? g Existe un amparoide 
en materia administrativa? gY en qué podría fundarse la competencia del su- 
perior para conocer de problemas de constitucionalidad decididos por el in- 
ferior? P entonces, &qué sucede con la fracción 1 del artículo 103 constitucio- 
nal, que da jurisdicción a los Tribunales Federales para conocer de toda con- 
troversia que se suscite por actos de autoridad que violen garantías individua- 
les? &Hasta qué momento empieza la obligación de acudir a los Tribunales? 
Y qué sucede con los plazos de caducidad que fija la Ley de Amparo para 
intentar la acción constitucional, &se interrumpen mientras decide la autori- 
dad administrativa sobre la constitucionalidad de la ley o siguen su curso? 
Y si la decisión del inferior se reclama en la vía jerárquica en Gltima instancia 
ante el titular mismo del Poder Ejecutivo, &cabe posibilidad jurídica y sobre 
todo política, de que éste declare l a  inconstitucionalidad de una ley por él 
promulgada, y en muchos casos, por él mismo expedida, bien en uso de fa- 
cultades extraordinarias, bien por ser una ley reglamentaria? gP es que se va 
a convertir en materia fiscal a l  Tribunal Fiscal de la Federación en borte 
de apelación en asuntos constitucionales, de las resoluciones de las autoridades 
fiscales oficiosas? 

Todos estos problemas quedan sin respuesta plausible, pues no habiéndose 
pensado en asignar a los funcionarios administrativos misión tan delicada, 
claro está que no se pensó tampoco en crear un sistema procesal especial 
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para. el, eaao, como .se ha creadp. ea& vez que 8e entregb B wq%,m~, qel 
E)efaQo una determina-$a hampetencia y .se reco*qoce ,L) p,aqt)e$at,~.,bterBe 
jiuidiao 'pxotsgido; ,yaque dar una acción sin fijes. q? m i & ~ ~ ~ e p p o  loa e ~ e -  
mentos proeeaalea de. en ejercicio, equivale a 40 haber *oO . ! 

NO, k Cwutitwibn, que ee una narma enprema de wdsn 9 &dt@libh, 
wr pseQe,querea, y.ni s i q d x a  permitir una ~t-wr@a seme*@ aiantMgsrag 
para eer interpretada en manos de la;burocr@ia, .par p4spl#dri que. se le 
euppnga, Que no ea, ni nunca ha ppdid~ ser el g e n 9 0  y a%+%$@ iatezprete 
de ellp, y q w h p  'mgnos cuando el jefe, ngto de eWa., , e1 Pr&QsM. de l a  Rp: 
pública, ha'paeato de relieve y a  en sentir y ezjtqpado ya J i n ty -  
v.enir en el. proceg,o legislfiivo. , . . ,  

. ah&dabkmente qm el principio que ea viene.roetekiendehIebiew m- &niea 
axcepihsquel ia  que fu6,yn ertudiada y reeuelba:p? la Ck,rte.de Pnasiryloanis 
en- e& cam "Eakin YB. Baub", y expuesta entre nosotr<ni~~pori~Elaroaado, o sea . .  - 

"aqmlloe casos en que loa órganos administr~tivos rec8bsx;:aqo-sompteadia 
direeta de la Gonetitución". En ese supuesto la  Conitituuióq ne ?ha. qusddo 
que su cumplimiento eetB condicionado a una.previa uitrrvawi6n Qel Con- 
greso; entoneea ,eí, u- ley Beeuqdarie iqeo:omp.~tible, con da $iep@io, de esa 
cqxnpeteneia pone al Ejecutivo, en la dieyuntiva., de a@iprr,$+ Pnmtitwibn 
o la.,npripa isfeqior, y ante ?a. disyuntiv% no. puede. ni ,m anqar en dar 
prdernncia a. la primera. Pero h,a de t ra tase  de una inoowpa&6@sd directs, 
jex$$,.evidente; tan pronto como el prepepto eonetituciq#, rwiista la ,ip: 
terpr6t&ción acogida eq, Ja ley del Coqgreeo, la administrac+6~,,qp& r~pe ta r l a .  
, ,Q&Ae ee pudiera agregar a - l a  anterior -pe ro  no sin ajqOy awervae- 

. o t q  eacepci6a,.:fundad~ siempre en la con~eniencia ,de ~ u @ . . l + ~ m e m ~  Corte 
diga la últiva palebra en las cneetionee eonstitacionale%,g,!@n. le 'que se 
~ef i e re  a aqoeiioa aw~os en que el acto adminietrativo es j q r m e i i ) e  Erzepara- 
ble y no existe ,otra numera de hacer, l lega  a la Qortc @,.m* &re la  
lay, seenpdaria y lp Copefitueiba . .  .*., 

Piadaa. la depenhncia a mi cargo, que ricqtando :u&:d&&n& de ,inter- 
pwtacióú -do en lsa ideas e~priestaa, podria conper8w k9k:el~i.eepsto 
a la supremada conrtitawioaal, como el no dar lugar o la p.tsr incoitrenlen- 

, ., . tea ,que ea lineas anteriorea han sido eeilalados. 
. 

'Examinsda la cubsti6n relativa a los efecto& jurídicbit $b%fpreripgatfva 
dil"v?to y p?mieado que Bste Be el medio pertinente de qq'.¡&~~ta 81 *j&cq- 
tivo de la &epública. p?ra que tenga' la poaibilf¿lad & .,,.,S 're'pii&d:.q! u*7 le~ti in-  
eonetitueionál; conviene ahora estudiar,'gi adembe de eti'iPgdio'flepe dicho 
Alto ~ u n c i ~ & r i 6  J.  lq actoridades adpi$strativ& qpe . . db'$$;&$n¿len, al@ . . S 

otrq que les las misma8 finalidaded. :, , :*, .. ,r.- , s . : z  
.a-.." . . . , 

" -  .. 8e.alnde .a gaje res~ecto en el pi;&eeto de ,ap#epJ~>,gtp p, seasultp 81 
a r t í p l o  $33. , c o ~ t ~ t t ~ i o ~ l t .  que .estclblece: '%#$a .99whw#5, .byea dal 
Congreeo de la Uni6n que emanen de ella, y todos los trat,*. lw&oi,~ q ~ p  
ee ,hicigren .po~ .  el Presid,ente,.de, la Be~ública, , ~ ? ~ , , 8 p O $ U @ & e + ~ ~ l  C~lrgreeo 
a e r b  lo ley, snpr&a fle la.Ud6n. J . a  juecee .de cada.E@t&,pe, ar:e&y& 
a dicha ~onstitnción, leres 7 tptadqs, a peear de lag, diep+qqfa BP conte- 
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rio que pueda haber en las constituciones o leyes de los  estado^^^, y se deriva 
de ahí una regla de competencia, cuando que lo que estableae el precepto es 
simplemente un enunciado de la supremacía del derecho federal sobre el de- 
recho local, y la obligación de los jueces locales de respetar esa supremacía. 

L a  existencia de este precepto en la Constitución Americana, no es una 
cosa fortuita, y ni siquiera una redundancia innecesaria, sino por una parte, 
una disposición que obedecía a la necesidad de fijar un límite a la facultad 
de'los jueces americanos, que estaban habituados, siguiendo la prhctica con- 
suetudinaria del derecho inglh,  a dejar de aplicar ia Carta Magna, cuando 
existieran leyes posteriores del parlamento, que contuvieran disposiciones 
incompatibles, fundados en que en Inglaterra todas las leyes del parlamento 
tienen igual categoría; y por otra, la circunstancia de i r  dirigido el precepto 
a los jueces locales, solamente fué, según la expresión de Frankfurter un 
extraordinario y genial ardid político utilizado por los confederados norte- 
americanos, para realizar la unidad nacional, pues evitando hacer declaración 
expresa referida a la soberanía de los congresos y gobernadores de los Esta- 
dos, poco dispuestos a la sujeción en las materias de su competencia -como 
se evidenció en los casos en que fueron declaradns inconstitucionales leyes 
de Rhode Island, Ohio, Maryland y Georgia, en que estos Estados llegaron 
a desconocer la autoridad federal-, implantaba a través de la intervención 
judicial, el mejor medio de control indirecto de los actos realizados por los 
poderes públicos de cada entidad federativa; y, por iiltimo, conlo lo asienta 
Hamilton en "El Federalista1>, la mente de encargar a los jueces locales ve- 
rificar la constitucionalidad dc las leyes secundarias aplicadas por ellos, tam- 
bién obedeció a la intención de que no se multiplicaran demasiado los tribuna- 
les federales, ya que los localcs podían servir de agentes y colaboradores 
de la Justicia Federal, sujetos naturalmente, a la apelación ante ésta. 

Si en nuestro país no se aceptara para justificar la existencia del pre- 
cepto en la Constitución, las razones que se tuvieron en cuenta por el legisla- 
dor norteamericano, podría construirse una fnndainentsción propia, pues exis- 
ten en los documentos constitucionales mexicanos, elementos suficientes para 
precisar el origen y el alcance del artículo 133 yn citado, que periniteu fijar 
su interpretación particular y su vinculación con ia sistcm8tica constitucional 
empleada por nuestro legislador primario. 

Así, por ejemplo, la Constitución de 1824, cuya vigencia fué restaurada 
por el Acta Constitutiva y de Reformas de 18 de mayo de 1847, reconocía a 
los Estados miembros la facultad de impugnar las leyes federales (artículo 
16E), y el Acta de Reformas misma, otorgzbs cspresanente a las legislaturas 
locales la prerrogativa de "reclamnr" dentro del nies siguiente a su publica- 
ción, la inconstitucionalidad de las leyes federales (artículo 23), e incluso 
se les consultaría a las mismas legislaturas sobre la inconstitucionalidad de 
las leyes (artículo 24). E l  proyecto de Constitución de 1842, (artículo 81, 
fracción 11), consagraba el mismo principio, así como el de que los goberna- 
dores pudieran suspender por una sola vez la ejecución de las disposiciones 
federales contrarias al Código Político. E n  el proyecto de reformas a las Siete 
Leyes Constitucionales, presentzdo por don Ignnc,io Ramírez en 30 de junio 
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h 1840, re establecía que las Juntan Departameatala ,-.miamar t 
conatitueionslida& de las leyes generales. ("Derecho P ú b k  Wdxlsiuo", MOR- 
tiel y Diteste. Tomo III, ptig. 150). El proyecto de la mayorfs -da1 £Iócligo BO- 
Utico preaentsdo en 23 .de agosto ,de 1842, tambi6n conferís ir :l~gpbernadores 
, los Estaaoa la, miama prerrogativa de auspenaer la ejacueiba.* 1- leyes 
Pederale?,, (obra citada. Tomo IU, p4g. 211). Asimian$o, el ,vot.o ,p@icular de 
la minoría de la eomiaión, formulado por los insignes cololltit.qy~tes Otero, 
M l o e  Ledo y Espinosa de los Monteros, se pronuncia a* Ir f+@ón 11 del 
articulo 81, por conservar la facultad de las legislaturaa'de-lqm ~ a d o s ,  
objetar la- ,comtitucionf+lidad de las leyes federales, con la. .i,Mp pmitación 
de que:#$ d6 a esa prer~ogativa un plazo de caducidad de q q,, . , 

Como se ve, era dwtrina corriente y aceptada eomuaqnte por nuestros 
más destacado8 juristas de la primera mitad del siglo anterior, ia de reconocer 
a los Poderes Ejecutivo y Legislativo de loa Eetados la premrctgabjvs de im- 
pugasci6n de lar leyes federales y la suspeneión de riu eaaiWqn40. 

Pero al debatirse &se mismo problema en el seno del CaOthyente de 
1837, se optó por una soluci6n diversa, negándose a talea orgralsiil.r,s ptlblicoe 
esas prerrogativas. 

' 

Defendiendo la Comisión el artículo 114, por vos de 6h , ~ é d $ e n t e  de- 
claraba, refiri6ndoae a las leyes 'federales: 'Sales leyes fperonL:e1ementoa 
de guerra y de discordia, porque loa gobernadores laa pnbfl¿ab&,'.,$s obede- 
cían, las aplicaban o dejaban de haceklo se-& lo h í a n  e o ~ v d t i s .  Subsistió 
tal estado de cosas, porque se olvido que en los aaunt'oe generaJieá, no deben 
verse los intereses particulares de los Estados.. . l o  que se 'a& que las 
leyes generales no queden a merced de loa poderes de loa lts(UIIn." (adjontiel 
y Duarte, obra citada, Tomo IV, p4g. 881). 

El  diputado Qamboa, individualizando la diacueión, pres&6 eoms caso 
concreto el de la, legislatura de' Oaxaca, que mandó wsgend- decreto fe- 
deral sobrb la prense, por comdderarlo inconetitucional; y: j-!'i~~oostituyent~ 
Castafieda, acerca del mismo tema dijo: "Cuando las legis l8 tur~ 'se  opongan 
a alguna ley federal, loa gobemadorea deben decirles que F', c u ~ o n e s  no 
son de 8U competencia". Zarco encomia la prudencia de la, ~opiid~n'diciendo: 
'%a Comisión sabiamente ha suprimido los escaiidalosoá comliates 'en que los 
decretos de las legislaturas eran anulados por e'l Senado y los '&l Conpeao 
General, por los Estados". A su vez, el diputado Castafieda tisii?: la Ley 
Federlvl no ha 'de estar ya en pugna con la ley del 3staa0, si '4 :cia~adano 
agraviado puede obtener justicia hhte el 'i'ribnnal Peder&, ímm ya 
'a Iw gobernluloren y a las legbiatnraa que Be pmnhügnen l b  ihwnstítn- 
donsle8". Ctirreia Granados es aoncluyente: considera que*'ibs'gob8rnadorea 
no pu~den ni siquiera 'discutir las leyes federales, mino qq8 ed&d obligados 
a promuigarlab d n  objeción; y por lo qud toca a las le&fstuhiuiiii locales, en . 
caso de que se opusieren, "debe adver€bW~ qUe no srarrWum@m d o -  
que waon db m incumiwncia". El diputado Ruíz,f,parB qoa.pcie8#. alara b 
-situación, propuso se moditieara el proye~to de la ConrLddn ,-tido 
üe ,que. re hiciera exteadvo a las gobernadores lo dispnesto en. e& utbsiPlo 183, 
sobra que 10% juecee locales se arreglarbn a la Constitueiún, .Federalea 
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y Tratados, a pesar de las disposicionas en contrario que pueda haber en las 
Constituciones y Leyes de los Estados; pero esta adición no fu6 considerada 
necesaria por l a  asamblea constituyente, pues la misma tan  sólo pretendfa 
quitar a los gobernadores y a las legislaturas locales la posibilidad de no 
cumplir con las leyes federales, suprimiendo todo precepto que así lo dispusiera 
y obligando a los gobernadores, lisa y llanamente a hacer cumplir tales leyes. 
(Versión de Zarco y de Nontiel y Duarte). 

Este mismo sistema es recogido por la Constitución de 1917 sin discusión 
alguna, (Diario de los debates, pág. 117 y 695), por lo que es de aplicdrsele 
en cuanto a su justificación, los argumentos y razones expuestos en la asamblea 
de 1857; pero con la adición expresa de poderse exigir a los gobernadores 
responsabilidad por incumplimiento a la Constitución, así como a los diputados 
de las legislaturas locales, por el mismo motivo, advirtiendo que no se exigiría 
t a l  responsabilidad a la legislatura local, eomo órgano político, ya que sus 
actos seguirían sujetos a la facultad de anulación por la vía jurisdiccional. 
(Artículo 108, párrafo 11). 

E l  breve examen que acaba de hacerse revela plenamente que nuestros 
legisladores primarios tuvieron el propósito deliberado de sustraer las leyes 
federales al juicio de los Poderes Ejecutivo y Legislativo de los Estados, 
que por disposición expresa de la ley se les reconocía con anterioridad; pero 
en vez de formular una declaración expresa, categórica, como lo proponía el 
constituyente por el Estado de Jalisco, don Espiridión Moreno, en su pro- 
yecto de Constitución Federal presentado en 2t0 de julio de 1856, y que quedó 
de primera lectura, se prefirió el sistema de obtener el mismo fin aprobando 
diversos textos que, sin hacer ta l  declaración absoluta, fueran fijando en 
forma indirecta la supremacía federal sobre los Poderes Legislativo y Ejecu- 
tivo de los Estados, y sólo se dejó a dichas legislaturas en forma expresa la 
facultad de intervenir en las adiciones y reformas al Código Político. 

Pero como entonces surgía el mismo problema respecto del Poder Judicial 
de los Estados, y para dejar precisado el punto, nada m8s fácil que adoptar 
e l  artículo 69 de la Constitución Americana, y se vota el 126 de la Constitu- 
ción de 1857, idéntico al 133 del actual -y que ya  desde el año de 1840 había 
sido propuesto por don Manuel Cresoencio Rejón, en su proyecto de Cons- 
titución del Estado de Yucatán obligando a los jueces locales a aplicar las 
leyes federales y tratados, aunque estuvieren en contra de las Constituciones 
y Leyes de los mismos Estados-; precepto que, por otra parte, completaba 
el sistema de control de la constitucionalidad ideado por los autores del pro- 
yecto de Constitución de 57, al convertir, por medio del artículo 102, a los 
jueces locales en agentes de la Federación, con facultades para resolver sobre 
las violaciones al Código Político, aím en la  vía de amparo. 

De no entenderse así la existencia del precepto que se viene analizando 
en la Ley de 1917, se tendría que admitir, eomo ya lo sostuvo en 1875 el 
licenciado don Ramón Rodríguez, que es un precepto redundante e inútil, que 
no hacía ninguna fal ta  consignarlo, ya que la  Constitución de un Estado 
republicano es, por su organización misma la ley suprema o no vale nada; y 
esa supremacía no nace de su simple proclamación en un artículo, sino de la 
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snpmmacla dw4a Codnción-,  en precepk de Ir OonatdtpiBo :nirq como 
lo @&fa la d&laraci6a an sads  k y  de que debe ser obserarrl* p r d m :  ciuda- 
danos. ("El Juicio Constitucional", p&g. 97). Lo que siiee+,qas, el: brgano 
legiai@vo primario -de un país, puede -signiendp, el pen$.@n@h.,$e ,Mousk- 
h e l i ~  para . aaegurar la suprsmacía de la- Ley. ~ a n ~ t @ , ,  ,@cree. del 
auxilio de cualquiera de loa Poderes Legislativo, Ejecutiw,*p ,Jq#cial -no 
siendo raroi los aietemss en que el control se W q a  por loi, dar,primeros- 
pero .tanto la  Constitwibn Americana como la Mex icaq  powqraron mire 
conv@niente .valerse del poder Jndi,cial para obtener el wegyrasniento y rer- 
pato a. los principios. .e,onititueionales, tal vez inspiradpe +n b. areencia ya 
extern$dg por jent ,  de g~ el l?oder Judicial ea el p&q, ~ ~ s ~ a t + l ~ 4  por. eu in- 
dependencia, venerable por su sabiduría y el que par. falto.@.b~erta material 
hace que sus fallos aparezcan a loa ojos de los demes poderes como menos .. . 
vejatorios de sus altas atribuciones. . . .  

' Debe ,ádve&se,' pa?rk acabar de entender la. rnec8nica~~ilL~pi.eceptp mexi- 
cano, ni la  Constitqcidn de 1g57, ni 'la de 1917, -a, 'd~er@cia de 'lo que 
prescriben rerpecto de los gobernadoes y diputados l o c a l ~ ~ , $ a ~ b l e c e n  san- 
ción ,ilguna 'para los, jpec+ de loa Estados cpei' n i '  +míplan , . f .0?~~1 precopto 
que los obliga a dar preeminenciava las leyes, federales, 9 e s t ~ , q  ,&?be a que 
se ha cohsidgrado siempre, como qued6 dicho, que en todo *o la  justicia 
federal tiene ineereniia ea los aaugtos ju4icialt$' sobre apg{a;Cibn '$!' ley,es 
federales, (articulo 97, fracción 1 de la Constitnei6n de ,S7 y 104? fracción 1 
de la Co$stitu$On'de 17), y que puede examinarla leqslidIt& dqiae ,ieqten- 
cias de los ju&s locales, bien en .,uso de la jur isd iee i6~, .+~nte , ,  por vía 
de súplica, conforme al sistema primitivo del artículo l., 'bien en qia de 
amparo, cttindo, se quebrante en pe~juicio de un.particul'sr 'íui ' )re' 'o indi- 
viduiil' ptitiiico. , , s .  , , l .  ' . )  

Aaí.püeq puede c6ncluirae como qaedá iniiicado, que 41 'jitr;b+la'~33 'del 
Códlgo de .@er&taro, 0610 consagila un principio de suprcd&a he1 dere+%o 
federal ,sobre &i' dereoha local "aupiemacfa de mero ' contentda @Rti'cdF, s e 8 n  
la expresión de 'Castihd Veiasco ("Apnntami6ntos para 6k ;$itp&o ael .De- 
reoho ~&sti&cfonal M~hcano", p&. 9491, y que p- 10 t+~do:',ho' &'posible 
derivar de' 61 m& co&zacuencis' que esa; ni prdten'der "'a~%"ür@''r eituaeiohds 
jliridiclts en que 'no tis.plantea' de%ate aignno !obre 'apfic$;pn 'entue leyes 
de Bate dltimo fuero. 'Baste' para iobu$tecet &te aserto; el'Esso de 
una autoridad federal qde para' realizar un determin&o~~hdii, 'db encaiehtra 
en presencia de dos leyes fe8eralks; que contienen d i apodc id i  contradioto- 
das o iixnplemente in*omp%tiblea. Ea tal hipótesii, 'ea ht- a;o a l  juez 
f edckl no puede$ present&rseb un pioblema ds*siipte&4e de ieyer,! pnesto 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

Revista de la Escuela Nacional de Jurisprudencia, núm. 15, México, 1942. 
DR © Escuela Nacional de Jurisprudencia



Tal es, también, la opinión de Vallarta, expuesta en el caso de Justo 
Prieto; (votos Tomo 111, pág. 259), refiriéndose al alcance del artículo 126 
de la Constitución de 1k57, análogo a l  133 de la  vigente, expresa: "Et- p r a  
cepto habla con los jueces de los Estados y no con los de la  Federación, 
cuyas facuitades detallan otros textos". 

E l  jurisconsulto mexicano don Gabino Fraga, comentando en su obra 
"Derecho Administrativo", p6g. 43 de la  segunda edición, el objeto y alcance 
del artículo 133 Constitucional, y refutando la tesis de que dicho precepto 
establezca una categoría especial de leyes supremas expresa: "Se dice por 
otra parte, que hay una categoría de leyes cuya calidad de supremas es re- 
conocida por el artículo 133 Constitucional al decir: '(Esta Constitución, las 
leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados 
hechos y que se hicieren por el Presidente de la República, con aprobción 
del Congreso, ser& la ley suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Es- 
tado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y trataüos, a pesar de las 
disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o Leyes de 
los Estados". La redacción misma del precepto da, sin embargo, idea mu$ 
clara de que su alcance es el de resolver el conflicto entre las Leyes Federales 
y las Leyes Locales, que pudieran contraüacirlas.. .". Entonces, &cómo es po- 
sible que se pretenda ahora que su alcance sea otro muy distinto a la  r-- 
ción misma del precepto, atribuyéndole extensión para los casos en que no 
se t rata  de conflictos de leyes federales con leyes de los EstadosB 

Finalmente, conviene aclarar que el artículo 60 de la Constitución Ame- 
ricana dice: ('Esta Constitución y las leyes de los Estados Unidos que en 
virtud de ella se hicieren; y todos los tratados hechos o que se hagan bajo 
la autoridad de los Estados Unidos serán la Suprema Ley de la tierra, y 
los jueces de cada Estado estarán sujetos a ella, a pesar de lo que en con- 
trario dispongan la Constitución o las leyes de cada Estado". Es decir, no 
contiene una separación entre el párrafo primero y el segundo por medio de 
un punto que permita interpretarlos aisladamente, sino que dicha separación 
se hizo por medio de una coma, lo que revela la intención del legislador 
norteamericano de vincular las dos partes del precepto, dándole caracteres 
de antecedente y consecuente, y por lo tanto queda claro que establrció el 
precepto únicamente para los jueces locales. Pero por desgracia para la 
mejor inteligencia de dicho artículo, en las Constituciones mexicanas, la 
Comisión de estilo, sin explicación plausible alguna cambió la puntuacióu en 
el texto mexicmo, sustituyendo la coma por un punto, dando con ello origen 
a innecesarios e injustificados problemas de interpretación fundados en la se- 
paración de tales párrafos. 

Cabe observar, por otra parte, que si el constituyente de 1917 hubiera 
aceptado con vista al artículo 133, la posibilidad legal de que el Ejecutivo 
Federal pudiera suspender la ejecución de las leyes, fuera de los términos 
fijados por el artículo 72 Constitucional, habría establecido coino causa de 
responsabilidad el mal uso de ese derecho, por entrañar una violación al C6- 
digo Político fundamental; pero muy por el contrario, la Constitución de 
17 suprimió deliberadaniente la responsabilidad del Presidente de la Repb- 
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baca por vioiaeioass la ,Constitución, que aüntitfa. el C&f@ .Folfkico de 
87, pbque cuúideió que la - pura, aplicacibh de 1áw 1- ~~rr;~,pxomulgailiis 
-no p&ía:  dsr rogar r doladones. a la Constitucióa A sa ves@ &m 'agentes 
S &mbi&L&iv~~ ..hmfYtín atuvieran invariablemente h- obHgbc16 dii'sxaminai 
la constitucionalidad de las leyes que, aplidan; fndmi%blemm4pb. 9p que- 
brantamiento, .& as& regla s e  qotivo de responsabilidaQ d,sj:,t,$q sgentea 
a&&istrativoa; ,pero qp e610 la: Co,nstituci6n, no lo conaidg*,nJ, pero ,ni 
siquiera la Ley Qrghqiea del ntulo  1y de la Conatitucióp, qse f i j .  d e t a a d a -  
rnents:ls respollgabilidad de los funcionarios y empleadon f&l,m&@tptiwsJ en 
n i n g u l  de sus 72 frapionee señala como Gausa de responaal&idad- &a tales 
servidoma p&@os el .no dar cumplimiento al artículo 133 ,Capt$tucioPal, y 
todo por la r a z h  sencilla de que p.te precepto, no va a eilw d@ida.,. 

En.resumen, si el, aiticulo 133 estatuye tan e& b mpwmmfa del de- 
rechortEeaem1 sobre 4 derecho local y la obligación de .loa jireeeu loa Esta- 
d o ~  + e n  orden a obtener el control d e  la eonstituciondibdd&v las leyen-, 
de pr&& el @mero sobre el segundo en caso de eodict@+ w ,puede de 
manenmlgiaia, servh .de adocuado fundamento a' h exigrPGk 6 que las 
antadtinder adininistrrrtkas deban analizar. en -<rada eam l & ~ é o a @ t i ~ i o ~ a  
de las leyes que apliquen: no las federales, porque obran 8 W T d r  %dütaaea 
enpresamente ~oneedidar y enumeradas.-por el Errtstuto .PPtff iq PO:.~F#J loca- 
les, porque la C<onstitwibn no enbrega a ellas el exame  .y.&klkr;pai6&&WW 
constitucionalibfd; sino a an órgano distinto, como' ee de-%*& en los 
p$rrafse.&yieptes. . : , l . . ,  , 

Compibbado cpae el mandamiento contenido en el 8tticulb" 11IIY'Conatitu- 
cional, ea u n q m ~ e p i o  qtte establece supremacía y no compete6h y que va 
dirigidti ia~los~.tribunaM locales; y aomproba¿la tambi6n .que 'ia!.*a regular 
con que euenta.el Presidente de la Reptíblica para oponed& 'bir'Eas leyes in- 
eonstihioialeL, es la dat ejetcitar la,facultad de vtAarlasp¿&bewxaminai, 
para eumpl~ar 'e l  an6lisia de e s t u  cuestiones, si frente al teste a l  't~fiicnlo 
133, del que se pnetende derfvar capacidad de los 6rganab rtMhWtmOivos 
para dejar de aplicar las, leyes secundakias existen elemhtw dWtrinarios, 
hiat6rkos y de derecho objetivo, que permitan descartar es& p+iriMUbhU,. pbr 

"enaontrarae oon que la facultad de realizar ese juiaio sobre l a  víWk coastita- 
eioml de 1- le@s secundariae, se entrega limitativamenka &UO 6rganoa 
pfiblicas, en cuyo -o,$ queda evidenciado de una vez por W&, bn;B1 baya 
aido.la volmtad popular extemada po? la volunWi de loa legitfabores prima- 
rioe. . . , . ,  ; , > t . !  .,. ' 

Por lo ,qud focá ti la doctiina, existe una poderosa corriento'.m relaci6n a . 
los paises de constitución rí@da y forma federal, como lk k6xiaina,'en el 
sentido de que la constitucionalidad de las leyea ebrreaponde *t;b&lirarltwpriva- 
tivameose a1 Poder Judicial. . . - < & ~ .  

.' James' Bryce, al' estmdiar el problema eii su libro 'Iril-B#p&i¿a~ Rorte- 
amerimaW9, -(Uapitdo 'XXIiI, +g. 9)-,dn v cilaci6n a1grind~'eyliess: "La 
i1iterpretaai6n: de las leyea ,corresponde a loa d bunalea 438 .Jb&&. C3aaPido 
una Iay est8.en contradioefón con Ls Cmatituci6ny el  probEenw deW'wr'xanj8- 
do por loa tribbnsles, no e610 pir4ae 118 trata de ?ha cubsti& hg&'~aiáo por- 
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que no hay otra autoridad capaz de tomar una decisión en ese punto. El 
Congreso no puede hacerlo, porque es parte interesada.. . E l  Presidente. 
tampoco, porque no está obligado a ser un jurisconsulto y hasta puede estar 
personalmente interesado. Quedan, pues, sólo los tribunales. El  papel de los 
tribunales se limita a declarar l a  existencia de un conflicto entre dos leyes 
de distinto grado de autoridad7>. 

Y m&s adelante, el mismo Bryce, aludiendo concretamente a la posibilidad 
de que el Ejecutivo conozca de la inconstitucionalidad de las leyes, agrega: 
''En algún tiempo, los Presidentes reclamaron el derecho muy importante de  
estar autorizados, salvo en casos de derecho privado, para interpretar la Cons- 
titución por su propia cuenta, de manera general y prima facie y GUIARSE 
E N  SU CONDUCTA POR ESA INTERPRETACION ... - q u e  es lo que 
propone la ejecutoria que se consulta-. Las mayorías del Congreso han re- 
clamado más de una vez la misma prerrogativa para sí. Sin embargo, desde 
hace ya algunos años, el Ejecutivo y el Legislativo parecen menos afirmativos 
en sus reivindicaciones, pues se han encontrado con graves obstbculos en l a  
opinión pública y en sus propias asociaciones profesionales, ya que la mayoría 
de los Presidentes, Ministros y leaderes del Congreso han sido abogados". 
(Obra citada, capítulo XXXIII, págs. 207 y 209). 

Hamilton, que estaba indudablemente enterado de la  mecánica constitu- 
cional que 61 mismo había elaborado para su país, exponía sin reparos, e l  
mismo pensa.miento: "La interpretación de las leyes es FUNCION PROPIA 
Y EXCLUSIVA DEL PODER JUDICIAL". Corresponde a los jueces esta- 
blecer cubndo una ley secundaria es contraria a la Constitución. Cuando en- 
cuentre contradicción entre ambas, debe preferir la Constitución a la ley 
secundaria, o sea preferir la voluntad del pueblo a la intención de sus agen- 
tes,'. ("El Federalista", núm. LXXVIII. edición McLean, año de 1788). 

E l  magistrado Curtis, en la "Historia de la Constitución de los Estadow 
Unidos", Tomo 11, p&gs. 422 y 430 conviene también en que: "La conformi- 
dad de las leyes del Congreso con los preceptos de la  Constitución, solamente 
puede determinarse por el Poder Judicial, cuando se pusiere en tela de jui~io'~. 

Grimke, por su parte, comentando la organización pública de Pu'orte Amé- 
rica E ice :  "Los Tribunales de 1s Federación son los únicos que tienen una 
jurisdicción incontestable para decidir si  en casos dados deben o no ser aplica- 
das las leyes qüe se objetan de inconstitucionales". De modo alguno los de- 
más Poderes. ("Ciencia y Derecho Constitucional7', pág. 90). 

Ya desde el siglo XVI, cuando se plante6 en Inglaterra la controversia 
entre la aplicación de leyes eclesiásticas y las del common law, que pretendió, 
resolver el Rey de propia autoridad, el magistrado Coke fundamentó el princi- 
pio que excluye al Poder Ejecutivo de la interpretación de las leyes; Coke 
decía al Rey: "Cierto es que Dios ha  otorgado a su Majestad excelente cien- 
cia y grandes dotes naturales, pero su Majestad no está instruído en l a s  
leyes de su reino de Inglaterra, y las causas que afectan la vida, la herencia, 
los bienes o la fortuna de sus súbditos, no son para decidirse por la razón 
natural, sino por 1s razón y el juicio artificiales de la  ley. LEY PARA CUYO 
CONOCIMIENTO UN HOMBRE NECESITA LARGO ESTUDIO Y GRANDE 
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'Y es "que 'p& lo, 'regular .las leyesv se ekpWen con c ~ i t ~ ~ ' ~ l í t i ' e 0 ;  ,- 6é 
aplican p o i d  @ecufiitb eth ctlterW'ahiidstPati~ir,~ y ,se ~ ~ ~ ~ s a  aplit?a- 
el6ir CLU' critetpo ,jnrf@ib&. 'Por .ese, al los legisladores ni ~ ~ ~ i t e '  tie la 
República necesitan ser abogados; éste requisitv tan 3610 r& %s;faeces. 

Edíft, ,en da magnifRa obra d80&entariea of Americtra~~Wj~'---v6l1 1, 
ntlmé. 449. y 4 5 s  alu&ndo al &tema de control d e  leyd%kF %rtbam4rica 
asienta: :«En 'el ipais en. Mide una * Constitudón esclita asteítdWs ficulta- 
8es los- deberes ,de ea& uno de loa Podererf del. Oobiwao;"aw >ley paede' 
quedar' sin efeato, si faere conWaxia a Ia Constitacibn. i#+M al POUM 
Jaáiaiai DETERMINAB' SI UNA2LEY E8 O NO cd~Wn?rU'B&.' 'Él Po: 
der Judicial, reepetable por su independeiicia, venerablé ;B6í )i.Cmabidtnfa 
grev&dad, ea el mba-a Piopósito par& ejercer el alto deber de &mr.e. interpre- 
tsr la, Goastitaéi66 Y.3VZGAR DE,LA VALIDEZ DE 'LAS Bm>:ssgbrii  q u e -  
l b s  @riríci$iee, $ln&tryhg. the.va%%y o* stahtes 5y t ? i & % ' ~ f d ) i  W r  ef 
l ibh  . e#aoicio de ese ,debeC l b s  Tribunales. PWBDEIN A &DA 
UNO DE LOB DDPARTAXENT&!l DEL CIOBiEBiVO. ; . , c m '  l@ki iilegales 

S , .  
y destructoras de sus derechos eonstitucionder".' . 

- El eminente profesor de Derecho Constitucionul espailoljtdion .;Torge,~lva- 
sodo, cuyo prdnmdo conocimiento di3 estos prablemaff qwd6.+@d&mtlada ,en 
su. notáble mondgPaIia ,sobre "El Recn~so contra la hicdeIt#1BbiripUddd de 
Igii Ley&', -Zdiei& 'db IM, pbgs. 37 y s i g a t e n t w ' d t e  U. base' 
filoaófiea que-.&be-bordar: la coifipeteacia dé I& pod& mlhb, 'm hsce 
e@a pregunta] que, es precisllmeate lo que se , t iafa ,de investQW en este 
trabajo:, 'gE8t.á dentro de la misián del Ejectitivo deelamr~bikioomtitaciona- 
Edad de las le+esV. Y sin subterfugio8 de aingfia género wattMar %a nota 
d e  r)eti,vidqd g w  le imprime ,carácter, su acción Wela? -.,la adaptación 
constante del daecho a urgencias de la vida, su típica-imrkhUida& haata 
b fubwq..qafdl que: ea 41 raeide .son .motivos .podarcrrc*.;p~!+?enmciar a 
goser en ,sus m w a  tina. miei6n tan refiearivg prudenh.e kqmdal.~ Aparta 
de que una f rcyltqd. de, esa indole, esgrimida por el EjewWp, podrio aún 

3h -fh,. Jeilinek, Berthelemy, 9est6n Jese y h u t a  W e r s  y .  Merkii que 
por regia, generai fomrdan sus hipótesis con base en el 4 w e b  objei5vo de 
c& país, .en, &a mataria y refiri4ndoae.a  lo^ dstemaa polltirq~+~mocrbtico- 
mepublicanos, recoaocen Que d o s  eriste. de un mde'lli$iii8$n :el derecho, 
j W a l  de exaiQinar 1s eonstitucioaslidad de las leyes, o bkrn abibuye 
a un Tribunal mpeeial o "jmiedicción Constitueionrl" b mtd)ival<.smpender 
la6 .leyes imonetitudons1e~; pero siempre dentro.de iin.@woedLate~&o Bn que 
h. Seprema Autoridmi Judioial pueda decir la últimalpalabn -,- 
, ' No LY f a i t i b  jarlita para' ei';b~d lo' vwrdedefajthte Bb(lWt báaioo y 

original de Ea orgaaiaaiiba pábEca 'khrhamerhrna ¿& bapreniaoía- 
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atribuída a los jueces para decidir ese silogismo en que la Constitución es la 
premisa mayor, la ley secundaria, la premisa menor, y la conclusión es decidir 
si la segunda está o no de acuerdo con la primera; silogismo en que SOLO 
los jueces pueden tener probabiiidades de acertar, y eso sobre todo, porque 
intervienen en varias instancias. (Laboulaye. "Historia de los Estados Uni- 
dos1', edición francesa, pBg. 197). 

Por otra parte las consecuencias derivadas de dejar de aplicar una ley 
son tan graves, que en la práctica jurídica americana no sólo se ha rodeado 
su declaración de todas las garantías que ofrecen la preparación personal y 
conocimientos jurídicos de los magistrados y el cumplimiento de las formas 
procesales pertinentes indicadas por la doctrina, sino además, se ponen en 
juego garantías fundadas en "la sabia y prudente administración de justicia", 
no ordenadas por texto positivo alguno, pero sí aconsejadas por la experiencia. 
E n  primer término, como existe la presunción de constitucionalidad de toda 
ley, cuando es objetada ésta se realiza uua serie de esfuerzos para armonizar- 
la con la ley fundamental, mediante una razonable interpretación. Sólo en 
filtimo extremo, cuando no puede en absoluto obtenerse esa armonización, 
ha lugar a declararse la inconstitucionalidad de la ley; pero en caso de duda, 
debe resolverse a favor de la validez de ella. En segundo término, para pro- 
nunciar decisiones adversas a una ley, ha de contarse con la mayoría absoluta 
de los integrantes totales de la Corte, pues de otra manera puede suceder, 
que si se vota 1a.decisión sin ese requisito, se niegue a la ejecutoria fuerza 
obligatoria, como aconteció en 1834, en el caso New York vs. Mien, cuando 
la Corte de apelaciones de IZentuciiy se rehusó a acatar una sentencia federal, 
por no reunir dicho requisito. Por Último las deliberaciones no pueden tener 
lugar sino hasta que los magistrados manifiesten haber estudiado el caso 
con toda la amplitud necesaria para poder fundar su voto a conciencia. 

¡Cuán lejano estaría de llenar todos estos requisitos de prudencia, el acto 
interpretativo realizado por la autoridad administrativa que casi siempre 
actúa urgida por las exigencias del momento, acosada por una cantidad 
abrumadora de trabajo y habituada a dictar sus acuerdos con criterio pura- 
monte administrativo, cuando no basado en consideraciones político-econó- 
micas, ajenas en muchos casos al campo del derecho, y encaminadas a l a  
realización de postulados sociales o de intereses públicos inaplazables! 

Espigando entre los juristas mexicanos que han abordado estas cuestiones, 
se advierte con facilidad que su pensamiento es en todo análogo al de los 
tratadistas de la doctrina extranjera, por lo menos en sus rasgos fundamentales. 

Don Urbano Fonseca, en la iniciativa que presentó en el año de 1852, 
sobre reformas constitucionales, al referirse al modo de controlar la exacta 
aplicación del Código Político Fundamental expresaba: "Los gobiernos y las 
legislaturas de los Estados y aún el Legislativo y el Ejecutivo de la Unión, 
pueden hallarse poseídos del espirita de facción dominante o también estar 
animados de intereses parciales que no se hallan en consonancia con el es- 
plritu de la Constitución. Los Tribunales de la Nación, y especialmente la 
Suprema Corte de Justicia ofrecen, por su misma organización, por lae calida- 
des personales requeridas, y por la responsabilidad con que obran las mayores 
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&$prid&des-de qub de aaas~rvar6 fiel el iEepMto que is km:-*.da ,la 
Con&M.w.ión y de. su obaervoacia~'. ' f .  , . , , , . . a .  .:,! , . ,: 

' '.No-?n?nÓs eqplleito es don- Marlano Coionado, que en uíi-tsda bbra 
%Y&aptos ' de Dkrecho " ~onütftin?iona~'~~M~aUc~i'On,' -pág. A'Iki~~~edlbi6n. de 
1899-''al comeiltar las fuilciones' de los poáeree.pfibKiob wP+ui&ia país 
afirma: '(La facultad de confrontar la ley secunaariti con la.&t&taitión, no 
pertenece a todo el maado, N I  SIQTJiERA A TODAS LAS AWTWIDAPES; 
femilted tan general, mría demasiado peiigrosa El Poder.  id ea el es- 
pecialmente encargado de, apliear la Ley Constitucionsl, -do; k ley secunda- 
ria e&&. en pugna con ella. Se justifica este precepto -%do. 126 ,de , la  
Conetitmción. de 1857-, no edo porque la ilustracih d.e ~. .#meionar ioe  de 
aquel orden los pone en aptitud .de resolver mejor lar .tm&as(; relativas, 
sino. porqne . ; . ESTA E8 BU FUNCION PROPIA". ,, , 

Castillo Velaseo -estudioso jurista, qne por añadidura.~Yii8.eons~&nyente 
en 185-, es en esta cuestión terminante: "Facultar al ?&a :iTndkiai para 
que .j&e de la conatitucionalidad de las ley&, es el fia f%iaoipal de ese 
peder. bonfiar la j pudh  de loa priaeipios constitucionales-,y locpfderechos 'del 
hombre, de ,la 'soberaníra de los Estados y del poder de'ls"l%lerrdbn, a nn 
poder supremo e' independiente, que no tiene ingerencia en %. .poift.iea, ni 
derecho de iniefativa;' 6s colocar me dep6sito.ea manos: de w b t e b  que no 
puerken. ap&aionaree 'cómo jueces,' por más apaai'onadod ,qire 'ab ' h liauponga 
como Gimplis ciudadanoi:)> :(<fApuntamientos para el Estudio &l b ~ e d t o  Cons- 

,: .,<! 1 ,  tituoional Mexicano", p&gs. 195 y eigs). 
El sistematizador de ,nuestro derecho p6blic0, don ~sidro'.~'k~iittei y buarte, 

en su "Eatudio sobre 'la,Soberanfa de los Estados de 'la ~&jM@ci ' -~er i~&na" ,  
- e d i c i h  de 1874- analiZando 10s docume~tos oo6stitnció+i& e n  ielacidh 
a las facultades concedidas a los poderes pdblicos a tr8trBi;h 11& historia 
política d e  MBxico dice: 'amante la vigencia de la CohatitM6n 'de' 1824, el 
Ejecutivo tenía como ahora;' el deber de guardar la Coi&eitLci6ii. y hacerla 
guardar, así 'como las lí?pea en en orden jerhrqnico, es deeir,'le &olonstituci6n 
con ~refereneia a las leyes secundarias; pero de seguro qtj6 66tU wi .ib&nitid 
nunca que padiera embamaf ddc a m n  modo la aplied6n .W5klia l e ,  Pass 
lo más que podfai hacer en el case de que algnna ley le puf¿mmWnstitil- 
cional, serfa hllcerlo 'pesente al Congreso. El Ejecutivo'&~%e& ni podia 
tewr  medio legal para ,impedir la. aplicwión de niia ley anti6uutátuei~nal. El  
Poder Judicial fm5 decide un principio, el designah. para c o n m t d e  ha causas 
a gtwdieran ,lugar las infracciones a la C~nstituciós'~. : ,, :, ~1 . 

Un voto de. calidad en esta materia lo constituye indud&kauente la ex- 
posioión hecha por c l . d i i t ado  Aranda, tanto por habai-,d& WQ de loa que 
reamtartm la Coustitnci6a: de 1857, .como ;por- haber forny&o.mde de la CO- 
misión que lestudi6 los textos rdativoe a la ,  Supreqaala: &[la# by@ y, la6 
atribuciaitee de los Pobres Federales y locales de los E#t.aloe. & Jm,wr la de- 
fensa del eistema de control constitucional propueto por ,el pt.oy@o, declara- 
ba: ''No ae podía estr;blec%r qm. toda ley contrWi4 a &-@, ~ Q B M ~  

dcmobeásdda, porque la calificaaión sería arbitratia 'y eatabboerlr esmo eis- 
temssUN ESPANTO80 DESOBDW. Lo m&s prudante mi8aar ae ocurra a 
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un tercer Poder, y para que Bste sea imparcial no debe ser. .  . sino los Tribuna- 
les7'. "El poder regulador NO SERIA EL CONGRESO, porque no puede ser 
imparcial, tratándose de sus propios actos; TAMPOCO PUEDE SER EL 
EJECUTIVO, porque se sobrepondría a l  Congreso.. . SOLO E L  PODER JUDI- 
CIAL,'. (Zarco. -Eistoria del Congreso Constituyente- pág. 501). 

Vallarta que en tantas cuestiones de derecho público ha orientado el 
pensamiento jurídico mexicano, en uno de sus mejores votos, en que se debatía 
precisamente el alcance del artículo 126 de la Constitución de 1857, explicaba 
que en su concepto debía aceptarse como motivación racional y filosófica del 
texto mexicano la expuesta y admitida respecto del texto americano, ya que 
el primero no es sino una copia del segundo; y que, por lo tanto, la facultad 
de verificar el cotejo de la ley secundaria con la Ley Fundamental, es función 
propia del Poder Judicial. Vallarta decía: %os Tribunales tienen el indeclina- 
ble deber de juzgar de la conformidad o inconformidad de la ley secundaria 
con la Fundamental.. . Entre nosotros, ese derecho constitucional de los 
tribunales es tanto m;Zs urgente, CUAPYTO QUE E S  EL UNICO VALLADAR 
QUE LOS CONSTITUYENTES PUSIEROX A LAS INVASIONES DEL 
PODER LEGISLATIVO.>7 (Votos. T. 111, pág. 257). 

Don Emilio Rabasa, estudiando con su claro talento el fenómeno de las 
usurpaciones del Poder Legislativo, a costa de las facultades del Ejecutivo, 
y la posibilidad legal de éste de desacatar las leyes de aquél escribía: "Ya 
hemos visto qué medios tan eficaces tiene el Legialativo dentro de nuestra 
ley constitucional para avanzar sobre el terreno del Poder Ejecutivo y limitar 
hasta donde le plazca sus más necesarias facultades. Basta que ponga en 
ejercicio la atribución de dictar leyes para hacer efectivas las de los Poderes 
de la  Unión. Sobre que toda reglamentación es necesariamente la limitación de 
un precepto general, la ley reglamentaria puede invadir inconsideradamente 
la esfera de acción del Ejecutivo, y éste no tendrá más caminos para elegir 
que o la desobediencia, declarándose juez de la constitucionalidad de la  ley 
o la sumisión. E n  el primer extremo surge el conflicto entre los poderes que 
hemos visto en Chile encender la revolución congresista contra Balmaceda; 
en el segundo, l a  prudencia del Presidente originará l a  reducción de sus 
funciones hasta llegar a la subordinación de un poder y a la suplantación 
del sistema de gobierno que el país quiso darse. Para resistir esa usurpación 
que se solapa con las facultades legítimas del Congreso, NO TIENE EL EJE- 
CUTIVO MEDIO LEGAL QUE LO PROTEJA, porque la inconstitucionalidad 
de una ley sólo puede considerarla (declararla no) la Corte Suprema.. .". 
(llOrganizaeión Política de México", pág. 254). 

Es  indudable que las opiniones de los publicistas citados en líneas ante- 
riores son decisivas para fijar el sentido de la solución que ha de darso a1 
problema que viene siendo analizado: Las opiniones de los tratadistas ame- 
ricanos, por su conocimiento directo de los preceptos comentados por ellos, 
y en muchos casos -Hamilton, Madison-, por haber sido los autores mismos 
de tales preceptos; las opiniones de los tratatiistas mexicanos, unos por haber 
intervenido en las deliberaciones de las asambleas constituyentes, y otros, por 
haber realizado una labor seria de interpretación dentro de la magistratura, 

405 
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o por b mmoff por Irabeme consagrado al estiidio de.&@# probbmai son el 
delo f el iaber6s de juridtas destacados. Pero mgis decisiva q ~ s  Ir opaaión de los 
semenkristos, e l  iiiempre la interpretacMn que i o  haga aon M e .  directa en 
loa preaeptos expresos del derecho .objetivo: 

~nalicemck eomeramente estos preceptos. En primef t 6 r m h  aparece el 
drtieufo 103, que da jurisdicción a los Tribunales Federalea p.te m d v e t  las 
aonbi'werniaa que se sasciten por leyes o actos de sutoaiil.d ,@e violen 
Itl, gtwbntías individuales; por -leyes o actos de la autoildsd buderl que 
+ahwa o restrinjan la soberanía de los Estados, y por leyes'y a e h s  de &tos, 

invadan le esfera de oompetencia de la autoridad federal. . , , ,  

&té precepto que fn6 votado en la C~natitución Be 57 baf6 61 'hfimero 
101, tuvo por objeto, según lo afirma don Emilio Rabaea, ft i idd en 61 e1 
pbder de la jdattcia nacional para conocer de todas las iaf?abcioie# a la Cons- 
titución. "Esa fa6 la intención de los constituyentea, y no j1ir&a?6n absurdo 
poner el rd+edio a toda# las violaciones, pues sabían que en ttbarcarlas todas 
eetaba la'integrldad 'del Poder Judicial y la garantía de respete a la Conetitu- 
016~. ("El Jtlicio Constitucional", págs. 201 y m2). 

Pero aún suponiendo que tal precepto no abarcara tbdás La triolacionea, 
viene a completar el sistema el articulo 104, que estabbiece &I bu primera 
phtte que ros Tribunales Federales conocer6n de todas las ceatmversias de 
brden civil o' criminal -y administrativ6, según la interprCtaci6n acogida 
en diversas Ieyes, v. g. Ley de Aguas, Ley'Minera, Ley sobre ek9etrúle0, eCc., 
y &&&a por la jurispiudencia de la Corte- que se susciten ~fJb~&,el  cumpli- 
hientio, y apficación de leyes federales o con motivo de trstado8'~célebradoe 
con pateildse extianjeras. 

&e~u&rdese que según la tesis de Mariscal expuesta y& por:'Mata y corró- 
borada deepu6s por Vallarta, reglamentando adecuadamente ei articulo 97 
de la Constitución de 1957, semejante al 101 de la actual, se c~dpletarfa la com- 
petencia del Poder Judicial para conocer exclusivamente &e, 1- cuestiones 
que versaran sqbre aplicación de la Constitución. 

A 108 anteriores preceptos debe agregarse la competencia dada a los Tri- 
bqn&iee por el artículo 23, en todos los casos en que se trate de hacer efectivos 
los (leechos reconocidos por la Constitución en ese texto. Asimismo, reeu6rdeee 
que el nrticulo 97 facuita a la Buprema Coite para que aveyigüe de propia 
iniei(rtiva, o instada por el Ejecutivo Federal, por el Congreeo .o por loa gober- 
nadora~ de los Estados, cualquier hecho que constituya violación a, 1 9  garantías 
individuales, violacidn a1 voto p6blic0, o algún otro delito osstigado por la 
Ley Federal., En este último caso bastar6 para surtir la competencia de 
la Corte, que en una ley secundatia se exprese - como lo hace el' Cbaigo Penal 
del Diatrito Federal aplicabIe a toda la Bepñblica en matbria',federal-, que 
toda oiolacidn d la Constitución entraña la comisión de un delito; pues en- 
&mes 1s Justicia Federal tiene a su alcance el poder de perfeeeionar su 
elevada Pnveatidttra, pudiendo intervenir por esa vía en toder loil saaos de in- 
flr5adonekl o nuestro Oódigo Politico. 

Pet6 para acabar de dejar peffechniente claro qw) iiieiapm que se ha 
trtbtldb ds gatimat y retiidver suestionea de eomtituoionaW~, l a  pensgdo 
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por los legisladorea primarios en el Poder Judicial, conviene hacer referencia 
a la disposición contenida en el artículo 105, en concordancia con el artículo 
76 del Código de Querétaro. 

Cuando en la asamblea constituyente de 17 se planteó la cuestión relativa 
a quién debería conocer de los conflictos surgidos entre los diversos poderes 
de un Estado, después de interesantes deliberaciones en que tomaron parte 
gran número de representantes populares, se fijó la siguiente interpretación: 
cuando los conflictos entre los poderes de un mismo Estado sean de carácter 
político deberá conocer de ellos el Senado; cuando tales conflictos versen 
sobre la inconstitucionalidad de los actoa de dichos poderes, sería el Poder 
Judicial Federal. 

Don Hilario Medina, apoyando en esto el dictamen de la Comisión pre- 
sidida por el licenciado Machorro Narváez, reafirmaba una vez más la voluntad 
del constituyente de entregar a los jueces la facultad de ser ellos los en- 
cargados de interpretar l a  Constitución cuando exclamaba: «La cuestión mera- 
mente constitucional -de los conflictos entre los poderes de un Estado- la 
puede conocer la Corte, PORQUE ELLA E S  LA QUE DEBE DECIR LA 
ULTIMA PALABRA E N  CUESTIONES CONSTITUCIONALES.. . POE- 
QUE ESE E S  SU PAPEL Y ESAS SON SUS ATRIBUCIONES". (Diario de 
los Debates del Congreso Const. de 1917, pág. 563). 

Otro voto de calidad es sin duda alguna, también el suministrado por el 
representante popular don Fernando Lizardi, cuando impugnando la proposi- 
ción del diputado Pastrana Jaimes que daba intervención al Poder Judicial 
en la confección de las leyes expresaba: "Si se tiene en cuenta que la suprema 
ley es la Constitución y que los Tribunales tienen facultades para no iplicar 
la ley cuando ésta es inconstitucional, si se tiene en cuenta también que, por 
vía del amparo el conocimiento de un gran número de negocios llega a la Su- 
prema Corte de Justicia, que en cada caso concreto decide si t a l  o cual hecho 
es constitucional o inconstitucional, es indudable que dejar la iniciativa en la 
formación de las leyes al Poder Judicial, seria tanto como ponerse en el caso 
de  quitarle su independencia a ese mismo Poder para juzgar si las leyes inicia- 
das por él son constitucionales o no lo son; y precisa,mente pzra conservar ese 
equilibrio, para dejarle al Poder Judicial sus funciones propias, es por lo que 
entiendo que se puso el proyecto en la forma en que está". (Diario de los De- 
bates, Sesión del 14 de enero de 1917, pág. 283). 

La asamblea legislativa no sólo aplaudió las palabras de Lizardi, sino 
que por unanimidad votó por la tesis por él sustentada y que pone de manifiesto 
de manera patente que los constituyentes de 17 consideraron necesarios para 
poder juzgar de la constitucionalidad de las leyes, entre otros requisitos cl 
que el órgano encargado de esa función no hubiese intervenido en el proceso 
formativo de las mismas, pues "perdería su independencia para formarlas"; 
e n  consecuencia, como conclusión lógica se desprende que el constituyente 
excluyó al Poder Ejecutivo -que sí inicia leyes y expide reglamentos-, de 
juzgar de la constitucionalidad de unos y otros. 

De manera que si siempre, absolutamente siempre, que el Constituyente 
h a  tocado en sus deliberaciones cuestiones relacionadas con la estimación de la 
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conrtitdcionalidad de las leyes, ha proclamado abiertamenteqw su% facultad 
la entrega al Pocler Jndicial; y en cambio, no exirte un r d o l m t a  o una sola 
ponencia aprobada que autorice a los órganos administrativol para realizar 
tales fppciones; si no 8610 el legislador primario ha exp$eerrdq,eq, swr delibera. 
ciones ese criterio, sino que lo ha convertido, en ley cozytituo~siii,,.&rmtnran- ,' 

do todo un sistema preceptivo que permite a los jueaes res- d,ao.ntrol de 
todas, las leyes y actos de contenido cogatituciopal; si e l  Poder Ejecutivo, 
por la intervención directa que tiene en la elaboraci6n y. ,qxprdici6n de las 
leyes, carece de la independencia necesaria para juzgar da, la invalidez de 
ellas; si ,coinciden en esta opinión tanto los tratadirtas,,extranjeror que han 
estudiado los sistemas de control de las leyes en los Estados de Constituciones 
escritas, como los juristas mexicanos, que han glosado estos.pro@~en)as: si tal  
ha sido tambih  el constantemente reiterado de la Suprema qorte, a través 
de los diversos componentes que la han integrado, muchos de loa cuales tenfan 
indiscutible y notoria preparacibn en las ciencias juridicas; p. si no se ha 
operado ninguna innovación en el derecho positivo, que permitiera fundar 
un cambio de interpretaci6n sobrq esta materia, resulta a todas luces debido, 
conveniente y atinado seguir conservando la tesis tradicional de la Suprema 
Corte, cuya eficacia ha sido inenestionable, no u610 para obt?nv el control 
de la constitucionalidad de las leyes, sino tambi6n el de la'legalidad, y que 
evita los inconvenientes que traería la adopci6n del sistema que ahora se 
propone, inconvenientes que ya han sido indicados en el curso.'de este trabajo. 

La Secretaría a mi cargo considera innecesario hacer hincapi6 en que el 
problema jnridico a que se viene haciendo refereneiul, tiene ptrra bl Ejecutivo 
Federal una importancia obvia, y por ello ha estimado pertinente formular 
este estudio. 

Por lo demis, es en abeoluto improcedente examínar dicho 'problema en 
la presente revisión, ya que de hacerlo, se suplirla la deficielieia de la queja 
en un asunto administrativo, que es de derecho estricto, y a, qu0brantaría el 
artfcnlo 90 de la Ley de Amparo, que establece que llLaa'S&lab que conozcan 
de los asuntos en roaaión, examinarfin UNiüAMENTg LOS' kGBAVIOS ALE- 
GADOB CONTRA LA RESOLUCION RECURRIDA", pues si se traen a la 
vista las constancias de autos, se encontrar6 con que la empr6e.a quejosa se 
eonformb con la sentencia del Juez de Distrito, y las amtorirhdss que inter- 
pusieron el recureo en contra de ella, no expresaron como egr& aonsideración 
alguna que se fundara en una mala apreciaci6n del jueis sabrs i& facultad n 
obligación del Tribunal Fiscal para examinar la constitucionalidrd~de las leyes. 

El proyecto de ejecutoria que se consulta, para avoesriie U conocimiento 
del problema que se viene analizando, se funda según su c o d e n n d o  cuarto, 
en el artfculo 187 de la'Ley de Amparo que estatuye que caandti'en una misma 
demanda se invoquen, a la vez, violaciones a las leyes de prdcedimientos y a 
las de fondo, se estudiarán primero aquellas, y en cae0 de estcir aomprobadse 
se omitir6 e1 estudio de las segundas; pero en esto incurre.@ proyecto en un 
error manifiesto, pues el artbulo 183 de la Ley &e Aap&~,: qiu cita.  y las 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

Revista de la Escuela Nacional de Jurisprudencia, núm. 15, México, 1942. 
DR © Escuela Nacional de Jurisprudencia



reglas que establece, tienen UNiCAMENTE aplicación en los juicios de am- 
paro directo ante la Suprema Corte; pero de ninguna manera en los recursos 
de revisión de los juicios de amparo tramitados por los Juzgados de Distrito, 
pues tales recursos se rigen por reglas diversas, como son las contenidas en 
el artículo 90 de la  misma Ley de Amparo, y, en consecuencia, la base del 
debate no podrá ser otra en esa H. Sala, que los agravios alegados contra 
la resolución recurrida, y como no existe, como se dijo ya antes, ningún agra- 
vio expresado que se funde en una mala apreciación del Juzgado de Distrito 
sobre la facultad del Tribunal Fiscal para examinar la constitucionalidad 
de las leyes, el examen que se hace sobre esta cuestión, resulta a todas luces 
oficioso y, por lo tanto, vedado en materia administrativa por la fracción I X  
del artículo 107 Constitucional, en concordancia con la fracción VI11 del mis- 
mo Código Político, y de los preceptos de la Ley de Amparo que han quedado 
invocados. 

Reitero a esa H. Segunda Sala mi consideración atenta. 

SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCION. 

E l  Subsecretario Encargado del Despacho, 

MExico, D. F., 29 de septiembre de 1942. 
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